Antecedentes y justificación

Describir brevemente el estado actual del conocimiento, tanto en el ámbito nacional como internacional, sobre el tema principal del Proyecto. Incluya una revisión bibliográfica. Justifique porqué el Proyecto hará un aporte en la materia

Antecedentes

Uno de los resultados más importantes de la economía ambiental es que los sistemas de regulación de emisiones basados en instrumentos económicos (impuestos a las emisiones, permisos transferibles de emisiones) son superiores a los típicos instrumentos regulatorios de “orden y control” (estándares uniformes) porque logran alcanzar el objetivo ambiental al mínimo costo. Sin embargo, este resultado se desprende de modelos en los que se supone cumplimiento perfecto (no hay violaciones a la normativa). Sorprendentemente, la literatura teórica que compara instrumentos en términos de costo-efectividad es escasa. (Notar que en la literatura la comparación es siempre entre estándares de y permisos comercializables de emisión. En particular, no se consideran los impuestos como instrumento económico. Esto se debe a dos razones. En el caso de información simétrica entre el regulador y las firmas reguladas respecto de los costos de abatimiento de emisiones, el impuesto y los permisos comercializables serían equivalentes en todo sentido: el regulador fijaría el impuesto igual al precio de equilibrio del mercado de permisos. Por su parte, en el caso de información asimétrica, el impuesto corre con las mismas desventajas informacionales que los estándares respecto a los permisos: para fijar el impuesto correcto el regulador debe conocer las curvas de costos de abatimiento de las empresas reguladas).
Malik (1992) se plantea la siguiente pregunta: suponiendo que un regulador ambiental tiene como objetivo que las emisiones agregadas de un conjunto de empresas reguladas no sobre-pasen una determinada cantidad (a la que llamaremos E de aquí en adelante) y suponiendo que el regulador tiene el presupuesto para lograr un perfecto cumplimiento en ambos casos, ¿qué instrumento implicará menores costos de control para lograr alcanzar perfecto cumplimiento: un sistema de estándares de emisiones o un sistema de permisos transferibles? Como el objetivo del regulador es perfecto cumplimiento, no terminará aplicando ninguna multa en el óptimo. Por ende los costos de imposición de multas no son considerados. A su vez, el regulador no tiene control sobre los montos de las multas. Éstas vienen pre - fijadas por ley. (Son exógenas para él). Por ende, suponiendo que el costo de las inspecciones no varía entre firmas ni entre instrumentos, la pregunta anterior se traduce en la siguiente: ¿Serán necesarias auditorias o inspecciones menos frecuentes para el caso de estándares o para el caso de permisos transferibles? En el caso de estándares uniformes el regulador fija un estándar (un límite máximo de emisiones) s = E/n. En el caso de incentivos económicos el regulador emite una cantidad de permisos transferibles igual a E. Bajo el supuesto de información simétrica (el regulador conoce las curvas de costos marginales de abatimiento de emisiones de las empresas) Malik muestra que si bien los permisos transferibles minimizan los costos de abatimiento de las firmas, los costos de monitoreo de los mismos (para el regulador) pueden ser mayores que en el caso de estándares uniformes. Como consecuencia, los costos totales (abatimiento y monitoreo) de un programa de control de emisiones pueden ser mayores para el caso de los permisos transferibles. Malik también demuestra que el mismo resultado se cumplirá en el caso en que el cumplimiento sea parcial. Pero para llegar a esta conclusión asume que la imposición de multas no conlleva costos. Este es un supuesto esencial en la obtención de este resultado ya que la diferencia de costos de control entre un caso y otro vendrá dada principalmente por los costos de imposición de multas, los cuales no son cero en la realidad. Los costos de control de un programa de control de emisiones están compuestos básicamente por los costos de abatimiento de emisiones, en los que incurren las firmas reguladas, y los costos de implementación del programa, en los que incurre el regulador. Estos últimos se dividen en costos de monitoreo (costos de las inspecciones) y costos de sanción (costos de imponer las multas). Planeamos incorporar estos costos a nuestro modelo.
Chávez, Villena y Stranlund (2008) levantan el supuesto de Malik de que el regulador puede observar los costos de abatimiento de las empresas y concluyen que los permisos transferibles continúan siendo superiores a los estándares en términos de costo – efectividad. (Se entiende por costo – efectividad lograr E a un menor costo). Su resultado se basa en que si bien el regulador no puede distinguir una firma de costos altos de una firma de costos bajos, sabe la distribución de costos de abatimiento de las empresas. Consecuentemente, en el caso de estándares de emisión, el regulador inspecciona a todas las firmas con un nivel de frecuencia tal que se asegura que las firmas con costos más altos cumplan, y por ende el resto de las firmas también. Chávez, et al (2008) mantienen el supuesto que el objetivo del regulador es el cumplimiento perfecto del programa de control de emisiones. En otras palabras, estos autores implícitamente suponen que el regulador no tiene restricciones presupuestarias para sus actividades de fiscalización. Este supuesto impone algunas restricciones al ejercicio de comparar costos de control de emisiones con distintos instrumentos. Quizás la más importante desde el punto de vista del diseño de política, es que esta alternativa deja de lado la posibilidad de que el regulador pueda utilizar el no-cumplimiento como una forma de reducir los costos de alcanzar E. Como consecuencia, no permite considerar el papel que juegan los costos de imponer sanciones en el diseño de política. Estos últimos son básicamente los costos administrativos y los costos legales en caso de que la firma apele la decisión ante la justicia. 
Estas restricciones son particularmente relevantes para la selección de instrumento en países como el nuestro, donde frecuentemente los reguladores ambientales no tienen los recursos necesarios para lograr el perfecto cumplimiento de la normativa ambiental. En el caso de nuestro país, por ejemplo, la falta de cumplimiento de la normativa ambiental se escucha frecuentemente como uno de los problemas más graves a resolver. Si bien las mediciones cuantitativas de estos incumplimientos por lo general no se conocen, Caffera (2004) encontró que los niveles de incumplimiento no son triviales en el caso de los efluentes industriales en Montevideo.
Stranlund (2007) parece ser el primero que abordó la importante cuestión de si el regulador puede utilizar el no-cumplimiento como una forma de reducir los costos de un programa de control de emisiones. Sin embargo, Stranlund la aborda únicamente para el caso de permisos comercializables. El autor se pregunta si para lograr un determinado nivel de emisiones agregado de la forma menos costosa posible es necesario diseñar el programa de forma de permitir cierto nivel de no-cumplimiento o es necesario diseñarlo de tal forma que haya cumplimiento perfecto. El autor muestra que permitir violaciones es costo-efectivo únicamente en el caso en que las multas por violaciones crecen a una tasa creciente en el nivel de la violación. (El nivel de la violación en la literatura de la fiscalización de la política ambiental se entiende como la diferencia entre el nivel de las emisiones reales y la norma, ya sea ésta la cantidad de permisos con que cuenta la firma o el estándar de emisión). Cuando la multa castiga a las emisiones por encima de la norma con una cantidad unitaria constante, Stranlund demuestra que lo costo-efectivo es diseñar el programa tal que no haya violaciones. 
Esta conclusión es importante para el diseño de política. Si bien es cierto que la escasez de recursos para la fiscalización es un tema frecuente en la realidad, este resultado sugiere que al diseñar un programa de control de emisiones mediantes permisos transferibles los reguladores deben imponer multas marginales constantes y asignar la suficiente cantidad de recursos para lograr el cumplimiento perfecto del mismo, si quieren minimizar sus costos. 
Para los objetivos de este proyecto, la brecha que la literatura deja sin cerrar es la comparación de un programa basado en permisos transferibles con uno basado en estándares uniformes. 
Keeler (1991) provee una comparación entre estándares uniformes y permisos comercializables en términos de la cantidad total de emisiones que producirían ambos instrumentos bajo distintos esquemas de sanciones. En particular, suponiendo que el regulador no tiene los suficientes recursos para lograr perfecto cumplimiento en el caso de estándares, Keeler demuestra que bajo una multa marginal constante las emisiones totales son menores bajo un sistema de permisos comercializables que bajo estándares uniformes. Bajo multas marginales crecientes, sin embargo, existe la posibilidad que los permisos transferibles incrementen las emisiones respecto a un sistema basado en estándares uniformes. Esta circunstancia depende de las pendientes relativas de las curvas de costos marginales de las firmas que cumplen con el estándar y las que lo violan. La comparación de Keeler, sin embargo, se basa en la comparación de estrategias de control exógenas. (No diseñadas por el regulador). Al mismo tiempo, Keeler no compara los posibles costos totales de los programas, simplemente las emisiones totales. En particular, no incorpora a su análisis los costos de monitoreo y sanción. Algo similar sucede con Hahn y Axtell (1995). Estos autores concluyen que la superioridad de permisos comercializables frente a los estándares es más sutil, cuando el objetivo del regulador es minimizar los costos de abatimiento y el pago de multas. Pero, como los propios autores señalan, ellos no consideran los costos “administrativos” del programa (costos de monitoreo y sanción). 
Finalmente, Murphy y Stranlund (2007) confirman con experimentos en un laboratorio los conocidos resultados teóricos sobre la necesidad de enfocar los esfuerzos de control sobre aquellas firmas con mayores costos marginales de abatimiento en el caso de estándares (Garvie and Keeler, 1994) y la no necesidad de hacer esto en el caso de permisos comercializables (Sranlund and Dhanda, 1999). Murphy y Stranlund (2007) no comparan los costos totales de ambos tipos de instrumentos. Su interés se concentra en el comportamiento de las firmas y las estrategias de fiscalización en el caso de los permisos comercializables. Sin embargo, en otro
La pregunta que este proyecto aborda y que queda sin responder es la siguiente: para alcanzar un determinado nivel agregado de emisiones minimizando los costos totales del programa, un regulador que no puede observar los costos de abatimiento de las empresas, ¿debe optar por implementar permisos transferibles y hacerlo cumplir perfectamente (mediante multas marginales constantes, como dice Stranlund) o puede minimizar los costos de alcanzar ese mismo nivel agregado de emisiones mediante la implementación de un sistema de estándares de emisión sin cumplimiento perfecto? 
Justificación

Como se puede apreciar, no existe en la literatura un trabajo que, asumiendo que el regulador no puede observar los costos de abatimiento de emisiones de las empresas, compare los costos totales de alcanzar un determinado nivel de emisiones mediante estándares y permisos comercializables (a) incorporando los costos de sanción, y (b) realizando la comparación permitiendo que el regulador considere el no – cumplimiento en el caso de estándares como una alternativa de ahorrar recursos de control. Malik (1992) permite violaciones pero no considera costos de imponer sanciones. Chávez, et al (2008) no considera la posibilidad de que exista cumplimiento imperfecto y por ende no considera tampoco los costos de sanción. Keeler (1991) no considera los costos del regulador ni analiza la costo – efectividad de permitir un no cumplimiento. Stranlund (2007) realiza el ejercicio de comparar costos totales bajo diferentes regímenes de control y formas de la función de multas, pero sólo para el caso de permisos comercializables. Nuestro proyecto se propone cerrar esta brecha de la literatura comparando los costos totales mínimos de implementación de un programa de control de emisiones bajo estándares y permisos transferibles. Para realizar esta comparación, nuestro proyecto primero intentará responder la siguiente pregunta: para alcanzar un nivel de emisiones agregado pre-fijado de una manera costo – efectiva, ¿debe un sistema de estándares de emisión ser diseñado para alcanzar perfecto cumplimiento, o puede el regulador minimizar los costos del programa permitiendo cierto nivel de incumplimiento? Una vez respondida esta primera pregunta estaremos en condiciones de comparar de manera definitiva los costos mínimos de ambos programas basándonos en los resultados obtenidos por Stranlund (2008) para el caso de permisos, y responder qué programa alcanza el objetivo a menor costo, nuestra segunda pregunta a responder. 
La pregunta relevante para el diseño de la política ambiental en general, en la medida que apunta a proveer una respuesta a la cuestión de la elección de instrumentos económicos para lograr un determinado objetivo ambiental minimizando los costos. Su relevancia empírica es directa. Por un lado, aún se siguen observando en el mundo infinidad de programas de control de emisiones basados en estándares. (El “National Pollutant Discharge Elimination System” de EEUU es un ejemplo, al igual que nuestro sistema de control de efluentes industriales (Decreto 253/79)). Por otro, asistimos a un surgimiento importante de programas de control de emisiones basados en permisos transferibles. (El RECLAIM y el programa de control de emisiones de SO2, ambos en EEUU, siendo los pioneros en los años 90). La Unión Europea acaba de implementó en 2005 el sitema de permisos comercializables más grande del mundo: el “Emissions Trading System”, para controlar emisiones de gases de efecto invernadero. EEUU se propone implementar el suyo propio. China se vuelca cada vez más a controlar emisiones mediante incentivos económicos. El Protocolo de Kyoto, prevé un mecanismo de comercio de permisos de emisión que no se ha desarrollado. Por último, íntimamente relacionado con la pregunta que se plantea responder este proyecto, el mundo se encuentra discutiendo sobre la necesidad de poner un imuesto al carbono. El presente proyecto contribuiría a determinar cuál de estos programas es menos costoso, y por lo tanto deseable. (La fijación del nivel de emisiones totales permitido, E, es una cuestión esencial que nuestro proyecto deja de lado. Pero una vez que este nivel se ha fijado, en base a criterios científicos, políticos, etc., alcanzarlo con el menor costo social posible es sin duda un objetivo esencial para no dilapidar recursos).

En un ámbito regional o nacional, pero no menos general, la pregunta que se propone abordar este proyecto contribuye a dilucidar un rompecabezas empírico. En los países como el nuestro la tradición es controlar mediante estándares y frecuentemente se observan altos niveles de incumplimiento: ¿es esta alternativa (implementar estándares y permitir violaciones) la forma menos costosa de controlar emisiones? 
Antecedentes del equipo de trabajo

Describir los antecedentes del equipo de trabajo en el desarrollo de investigaciones en el área de conocimiento del Proyecto. Especificar los proyectos relacionados o similares al de la presente propuesta que el equipo de investigación se encuentre desarrollando o haya realizado. Señale los principales objetivos, metodología, resultados previos o preliminares del Proyecto (si corresponde) e indique en cada caso las complementariedades con el presente Proyecto.

Marcelo Caffera: 
Bajo revisión para publicación:
· “Getting Polluters to Tell the Truth”, con Juan Dubra (2007).
· “Effectiveness of the Enforcement of Industrial Emission Standards in a Less Developed Country”. (2007).
· “Achieving an Environmental Target with an Emissions Tax under Incomplete Enforcement”, con Carlos Chávez, Universidad de Concepción – Chile (2007).
Documentos de Trabajo y otros trabajos sin publicar:
· “Imperfectly Enforceable Pollution Tax with Asymmetric Information”, con John Stranlund, University of Massachusetts – Amherst, Agosto 2006.

· “The Implementation and Enforcement of Environmental Regulations in a Less Developed market economy: evidence from Uruguay”, Ph.D. Dissertation, Department of Resource Economics, University of Massachusetts – Amherst, 2004.
· “Análisis Económico de la Política de Control de la Contaminación Hídrica de Origen Industrial en el Departamento de Montevideo”,  CSIC, Junio 2002.
Carlos Chávez:
Objetivo General

Definir el objetivo general y los objetivos específicos que se espera alcanzar a través del Proyecto señalando las preguntas que busca responder el Proyecto.

Objetivos Específicos 
Definir los objetivos específicos (máximo 5) que se espera alcanzar a través del Proyecto así como los indicadores verificables del cumplimiento de los mismos
Estrategia de investigación y metodología

Cronograma de Ejecución de Actividades

Especificar el plan de trabajo con la secuencia cronológica de las actividades del Proyecto y duración de las mismas. Marque los hitos del Proyecto, definidos como la instancia en la que culmina una etapa o se logra un avance significativo del proyecto. En el plan de trabajo debe señalarse cuando se espera cumplir cada hito y definir los resultados verificables asociados al mismo

Resultados esperados

Describir los resultados que se espera obtener con el desarrollo del Proyecto, especificando el objetivo específico que se prevé cumplir con cada uno de los resultados
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